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Jueza Domínguez Irizarry y la Jueza Romero García. 
 

Jiménez Velázquez, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Universal Insurance Company presentó un escrito de 

Apelación el 28 de junio de 2016, mediante el cual procuró la 

revocación de la Sentencia dictada el 29 de abril de 2016, en virtud 

de la cual se declaró Ha Lugar la solicitud de sentencia sumaria 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.   

Con el beneficio de la comparecencia de Universal Insurance 

Company y del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, revocamos la 

Sentencia  apelada.  Exponemos a continuación las alegaciones de 

las partes litigantes y el trámite procesal acaecido ante el foro de 

instancia.  

I 

El 21 de mayo de 2014, Universal Insurance Company y 

Firstbank presentaron una Demanda sobre impugnación de la 

confiscación realizada el 8 de abril de 2014 por parte del Estado 
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Libre Asociado de Puerto Rico (Estado) de un vehículo marca 

Honda, modelo Accord Sport, del año 2013, tablilla IEZ-266. Según 

Firstbank, existía un gravamen debidamente anotado a su favor en 

el Registro de Automóviles del Departamento de Obras Públicas, 

conforme al contrato de venta condicional. A su vez, el interés de 

Universal Insurance Company (Universal) surgía debido a una 

póliza de seguros expedida para cubrir el riesgo de confiscaciones a 

favor de Firstbank. Se arguyó que el asegurado Moisés Cosme 

Nieves tenía un balance pendiente de pago del contrato de venta 

condicional de la unidad vehicular en cuestión. En la alternativa, 

los demandantes alegaron que el señor Moisés Cosme Nieves era 

un tercero inocente a la confiscación.  

Universal y Firstbank sostuvieron la ilegalidad y nulidad de 

la confiscación realizada por el Estado, por no cumplir con la ley 

de confiscaciones y ante la falta de la notificación correspondiente. 

Negaron que el vehículo haya sido utilizado en violación a alguna 

ley. La parte demandante indicó, además, la inconstitucionalidad 

de la ley de confiscaciones. Universal y Firstbank plantearon que la 

tasación realizada al vehículo por $25,000 era arbitraria, 

injustificada e improcedente; y que eran terceros inocentes. 

El 17 de junio de 2014, el Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico presentó su Contestación a demanda. El Estado sostuvo la 

presunción de legalidad y corrección de la confiscación, según los 

establece la ley.  Además, el Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

aceptó unos hechos, negó otros y planteó varias defensas 

afirmativas, entre estas, la necesidad de la celebración de una vista 

de legitimación.   

Tras la correspondiente celebración de la vista de 

legitimación, el Estado se allanó a la solicitud de legitimación de 
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los demandantes. 1 Así las cosas, el 24 de noviembre de 2015 el 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico presentó su Moción 

solicitando sentencia sumaria. El Estado adujo que la confiscación 

fue notificada a todas las partes el 7 de mayo de 2014, mediante 

carta con acuse de recibo. Sostuvo, además, que, por los hechos 

que motivaron la confiscación del automóvil, fueron radicados 

cargos criminales contra el señor Raúl Maldonado Cosme, quien se 

declaró culpable el 12 de noviembre de 2014, por infracciones a la 

ley de armas y de sustancias controladas. Además, el Estado hizo 

referencia a las declaraciones juradas que establecían el vínculo 

entre el vehículo confiscado y la acción delictiva.      

El Estado Libre Asociado de Puerto Rico reseñó la norma de 

derecho que, a su entender, justificaba la disposición sumaria de 

la reclamación. Ante la ausencia de prueba por parte de Universal 

y Firstbank que controvirtiera la presunción de corrección y 

legalidad de la confiscación, el Estado sostuvo la procedencia de la 

confiscación civil, por lo que solicitó la desestimación de la 

Demanda.  

El 1 de febrero de 2016, la parte demandante2 se opuso a la 

solicitud de sentencia sumaria del Estado. Adujo que la copia de la 

sentencia penal unida a la moción de sentencia sumaria no 

correspondía al titular del vehículo, el señor Moisés Cosme Nieves, 

sino a Raúl Maldonado Cosme. La parte demandante indicó 

desconocer el resultado del proceso penal en contra del señor 

Moisés Cosme Nieves, por lo que requirió que se le ordenara al 

Estado informar el resultado de ello para, entonces, presentar su 

posición. 

                                                 
1 Mediante Moción informativa sobre legitimación, Universal informó que pagó a 

Firstbank el balance de liquidación del vehículo confiscado. A su vez, Firstbank 

le cedió todos sus derechos y acciones sobre el vehículo, ello mediante 

declaración jurada, y le entregó el certificado de título con el gravamen 

cancelado.  
2 Según el epígrafe de la Moción en oposición a “Moción solicitando sentencia 
sumaria” y en solicitud de orden, Popular Auto y Universal Insurance Company 

fueron identificados como la parte demandante.   
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El Estado replicó a la moción en oposición. Señaló que de los 

documentos unidos a su moción, en específico, de la orden de 

confiscación, surgía que el conductor del vehículo al momento de 

los hechos era el señor Raúl Maldonado Cosme, quien fue acusado 

y convicto de los delitos en cuestión.  De los documentos anejados 

no surgía que la acción delictiva fuese cometida por el dueño 

registral del automóvil, por lo que el señor Moisés Cosme Nieves no 

fue acusado.  

En consideración a ello, el 29 de abril de 2016, el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Bayamón, emitió la Sentencia 

apelada,3 en la que expuso el tracto del caso, así como las 

alegaciones de las partes. El tribunal expresamente acogió la 

moción de sentencia sumaria presentada por el Estado como una 

solicitud de desestimación, por la demanda no justificar la 

concesión de un remedio, al amparo de la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V.  

Como parte de sus Conclusiones de derecho, el tribunal 

reseñó la norma sobre la mencionada regla procesal y la 

confiscación. Al analizar los hechos a la luz de la norma indicada, 

el Tribunal de Instancia dispuso que, debido a que el vehículo se 

utilizó en violación a la Ley de Armas, el Estado procedió con la 

confiscación. Además, el Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

demostró la corrección y legalidad de la confiscación, mediante 

prueba preponderante y suficiente para evidenciar la comisión de 

los delitos y la conexión de la propiedad confiscada con los 

mismos. Conforme a la prueba presentada por el Estado, la cual 

no fue cuestionada por la parte demandante -en particular, la 

orden de confiscación de la cual surge que el señor Raúl 

Maldonado Cosme era el dueño actual del vehículo confiscado y a 

                                                 
3 La parte demandante indicada en el epígrafe de la Sentencia fue Popular Auto y 

Universal Insurance Company. 
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quien fue notificada la misma-, quedó demostrado que este tenía la 

posesión inmediata del vehículo ocupado. Según el Tribunal de 

Primera Instancia, el señor Moisés Cosme Nieves, dueño registral 

del auto confiscado, nunca alegó que el señor Raúl Maldonado 

Cosme tenía la posesión del vehículo confiscado de manera ilegal o 

sin su consentimiento. Siendo así, el foro de instancia concluyó 

que la parte demandante no derrotó la corrección y legalidad de la 

confiscación. En consideración a ello, declaró Ha Lugar la solicitud 

de sentencia sumaria presentada por el Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico,4 y desestimó la Demanda presentada por Universal y 

otros. Ello fue notificado el 13 de mayo de 2016. 

 El 28 de junio de 2016, Universal presentó la Apelación de 

epígrafe, en el que indicó los siguientes señalamientos de error, los 

cuales discutió conjuntamente: 

A. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, 
Sala de Bayamón, al acoger la solicitud de sentencia 
sumaria presentada por el Estado sin permitirle a la 
parte apelante derrotar, en un juicio en su fondo, el 
principio de legalidad de la confiscación. 

  
B. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de Bayamón, al acoger la solicitud de sentencia 
sumaria presentada por el Estado sin permitirle a la 
parte apelante demostrar la aplicabilidad de la 
doctrina de tercero inocente en un juicio en su fondo. 

           
El 14 de julio de 2016, el Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico presentó su alegato.  

Luego de evaluar los escritos ante nuestra consideración, los 

documentos unidos a los mismos, y la norma de derecho que 

reseñamos a continuación, resolvemos.  

II 

La confiscación es el acto de ocupación y de investirse para 

sí que efectúa el Estado de todo derecho de propiedad sobre 

cualesquiera bienes que hayan sido utilizados en relación a la 

comisión de determinados delitos. La confiscación constituye un 

                                                 
4 Según acogida como una solicitud de desestimación, al amparo de la Regla 
10.2 de Procedimiento Civil, supra. 
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acto de justicia en beneficio de la sociedad que ha sido perjudicada 

por las acciones delictivas.  No sólo tiene la intención de evitar que 

el vehículo o la propiedad confiscada se pueda utilizar de nuevo 

para fines ilícitos, sino que también sirve de castigo para disuadir 

a los criminales. La confiscación persigue y refleja un propósito 

punitivo. Véase, Coop. Seg. Múlt. v. E.L.A., 180 DPR 655, 664 

(2011); Centeno Rodríguez v. E.L.A., 170 DPR 907, 912-913 (2007), 

citando a First Bank v. E.L.A., 164 DPR 835, 842-843 (2005); 

Cooperativa v. E.L.A., 159 DPR 37, 43 (2003); Del Toro Lugo v. 

E.L.A., 136 DPR 973, 980 (1994).   

El procedimiento de confiscación está regulado por la Ley 

Núm. 119-2011, conocida como la Ley Uniforme de Confiscaciones, 

según enmendada,5 en cuya Exposición de Motivos se enfatizó que 

el propósito de este estatuto es establecer las normas que regirán 

el procedimiento a seguir en toda confiscación. Asimismo, la 

Exposición de Motivos de esta ley destacó que dicha legislación 

abarca aspectos fundamentales para establecer un trámite 

expedito, justo y uniforme para la confiscación de bienes por parte 

del Estado y la disposición de éstos.  

La confiscación es una acción civil in rem, distinta y 

separada de cualquier acción in personam. La confiscación que 

lleva a cabo el Estado se basa en la ficción legal de que la cosa es 

la ofensora primaria. Por ello, el procedimiento in rem tiene 

existencia independiente del procedimiento penal de naturaleza in 

personam, y no queda afectado en modo alguno por este. Los 

procedimientos de confiscación civil pueden llevarse a cabo y 

culminarse antes de que se acuse, se declare culpable o se 

absuelva al acusado. Incluso, pueden llevarse aun cuando no se 

                                                 
5  La Ley Núm. 262-2012 enmendó la Ley de Confiscaciones de 2011, supra, 

para incorporar y definir qué personas se considerarían dueños de la propiedad 
confiscada. En virtud de esta legislación, se reconoció el interés propietario de 
los acreedores que poseen un gravamen sobre el bien confiscado.  Véase, Mapfre 
v. ELA, 188 DPR 517, 529-530  (2013). 
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haya presentado ningún cargo. Esto debido a que la acción civil se 

dirige contra la cosa en sí misma y, en general, la culpabilidad o 

inocencia del propietario es irrelevante en cuanto a la procedencia 

o no de la confiscación civil. Artículo 8 de la Ley Núm. 119-2011, 

34 LPRA sec. 1724e. En el procedimiento in personam, sobre la 

persona, si el imputado resulta culpable de la comisión del delito, 

la sentencia incluirá como sanción la confiscación de la propiedad 

incautada. A base de lo anterior, cuando alguien que ostenta algún 

interés legal sobre un automóvil lo ha puesto voluntariamente en 

posesión de otra persona, y esta lo utiliza para propósitos 

delictivos, “su derecho corre la suerte del uso al que el infractor 

someta el vehículo”. Esta acción estatal puede ser impugnada por 

quienes aleguen poseer un interés legal sobre la propiedad 

ocupada. Mapfre Praico v. ELA, 188 DPR 517, 525 (2013).     

Independientemente del carácter de la confiscación, se ha 

establecido que los estatutos confiscatorios deben interpretarse 

restrictivamente, toda vez que los procedimientos instados con el 

propósito de confiscar la propiedad de un individuo, por razón de 

un delito por el cometido, aunque civil en su forma, tienen 

naturaleza criminal. Centeno Rodríguez v. E.L.A., supra; B.B.V. v. 

E.L.A., 180 DPR 681, 686 (2011); Mapfre v. ELA, 188 DPR 517, 525 

(2013).    

La doctrina del tercero inocente se concretiza cuando quien 

cede el vehículo al infractor de manera involuntaria o cuando el 

dueño toma “medidas cautelares expresas para precaver el uso 

ilegal”. First Bank, Univ. Ins. Co. v. E.L.A., 156 DPR 77, 83 (2002); 

Del Toro Lugo v. E.L.A., supra. Si el infractor se aparta de las 

instrucciones recibidas, el dueño y cualquier otro con interés en la 

propiedad confiscada son terceros inocentes. La doctrina de tercero 

inocente protege al propietario o al tenedor del interés legal o 

económico en el vehículo en aquellas situaciones en que éstos no 
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han puesto el vehículo en posesión del infractor voluntariamente, 

o cuando se han tomado medidas cautelares expresas para 

precaver el uso ilegal de la propiedad en la comisión de un delito. 

En caso de que el imputado no sea el dueño de la propiedad 

confiscada, este tendrá que probar que no ha puesto la propiedad 

en posesión del supuesto infractor de manera voluntaria o que 

tomó las medidas cautelares expresas para prevenir el uso ilegal de 

la propiedad en la comisión de un delito. El carácter de tercero 

inocente depende de la naturaleza de la posesión o el uso que del 

vehículo haga el infractor. Es decir, si éste no obtuvo la posesión 

del vehículo de manera voluntaria o si se apartó sustancialmente 

de las medidas cautelares o las instrucciones particulares 

expresadas de quien entregó dicha posesión o uso, entonces tanto 

el dueño como el vendedor condicional o cualquier otro con interés 

en este son terceros inocentes protegidos contra la confiscación. 

Flores Pérez v. Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 195 DPR ___ 

(2016), 2016 TSPR 59; Del Toro Lugo v. E.L.A., supra, citando a 

General Accident Ins. Co. v. E.L.A., 137 DPR 466 (1994).  

El Artículo 15 de la Ley Núm. 119-2011, supra, establece 

que el proceso de confiscación se presumirá legal y correcto 

independientemente de cualquier otro caso penal, administrativo o 

cualquier otro procedimiento relacionado a los mismos hechos. Por 

lo cual, recae sobre el demandante el peso de la prueba para 

derrotar la legalidad de dicha presunción.  Está claro que para 

derrotar la legalidad de una presunción, meras alegaciones no 

constituyen prueba. En este sentido, quien alegue lo contrario 

tendrá que presentar evidencia suficiente para derrotar la 

presunción. Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409 (2003).  

III 

Según lo requerido por el Artículo 15 de la Ley Núm. 119-

2011, supra, las personas notificadas sobre la confiscación y que 
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demuestren ser dueños de la propiedad podrán impugnar la 

confiscación.  Al considerar la enmienda realizada por la Ley Núm. 

262-2012, a los efectos de incluir en la definición del concepto 

“dueño” a toda persona que demuestre tener interés propietario en 

la propiedad incautada, inclusive una persona que posea un 

gravamen sobre dicha propiedad a la fecha de ocupación de la 

propiedad incautada, debemos concluir que Universal podía 

presentar la reclamación judicial de epígrafe, y plantear las 

defensas afirmativas que a su haber posea, tales como la de 

tercero inocente.  

Como bien reseñó el Tribunal de Instancia en la Sentencia 

apelada, al considerar una moción de desestimación al amparo de 

la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra, la misma debe ser 

evaluada de la manera más favorable a la parte demandante, dar 

por ciertas y buenas todas las alegaciones de la demanda, y 

solamente procede la desestimación si de las alegaciones no se 

puede concluir el derecho a algún remedio.    

Luego de la celebración de la vista de legitimación, tal como 

lo exige la ley, y el Estado allanarse a la solicitud de legitimación 

de la parte demandante, el Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

solicitó la disposición sumaria del caso. Sin embargo, el Tribunal 

de Primera Instancia, en el ejercicio de su discreción, acogió esta 

solicitud como una de desestimación, según lo dispuesto en la 

Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra. No obstante, al aplicar el 

derecho a la relación de hechos ante su consideración, el tribunal 

apelado se apartó de la norma establecida en cuanto a la 

interpretación de la desestimación al amparo de la aludida regla 

procesal.  

De la Demanda surge expresamente el planteamiento en 

cuanto al carácter de tercero inocente de la parte demandante. El 

Tribunal de Primera Instancia se excedió en el ejercicio de su 
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discreción al desestimar, sumariamente, la reclamación de 

Universal, sin previamente brindarle la oportunidad de presentar 

prueba a los fines de demostrar la procedencia de tal defensa. 

Claro está, otro podría ser el resultado de haberse adjudicado la 

controversia al amparo de la Regla 36 del Procedimiento Civil. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, revocamos la 

Sentencia apelada, que sumariamente desestimó, al amparo de la 

Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra, la Demanda de 

impugnación de confiscación de epígrafe. Por lo tanto, devolvemos 

el caso al Tribunal de Instancia para la continuación de los 

procedimientos, de conformidad con lo aquí dispuesto.   

    Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 
 


